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(Sin corregir) 


SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida a los representantes de la Caja de Auxilio de los Funcionarios del 
CASMU, integrada por el señor Aurelio Faux -Presidente-, el señor Isauro García Pintos -Vicepresidente-, la 
señora Martha Lamancha -Secretaria General-, la señora Mariela Deminco -vocal-, el señor Javier Germán 
Zagurski -vocal-, la contadora Beatriz Bellenda -asesora- y la doctora Soledad Uriarte, asesora legal. 


La delegación que nos visita había solicitado una entrevista con esta Comisión para referirse al tema a 
estudio, es decir, el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo sobre la reforma tributaria. 


SEÑORA URIARTE.- En primer lugar, quiero hacer una introducción de los antecedentes de los 
fondos complementarios de seguridad social. Explicaré qué son para luego extenderme en el análisis 
del impacto que implicaría para estos fondos el proyecto de reforma tributaria. 


En Uruguay, los riesgos de invalidez, vejez y sobrevivencia, jubilaciones y pensiones, han estado 
tradicionalmente a cargo de entidades públicas. Sin embargo, ya desde la década del ochenta comenzó a 
desarrollarse un conjunto de fondos complementarios a nivel de empresa, que fueron regulados por el 
Decreto-Ley N* 15.611 y el Decreto N* 305 de 1989. La razón de ser de estos fondos ha sido complementar, 
aunque sea parcialmente, la diferencia de ingresos que se produce entre el salario de actividad y el monto de 
las asignaciones de jubilación. Algunos fondos otorgan también complementos en el caso de las pensiones de 
sobrevivencia. 


En el transcurso de las últimas décadas, en respuesta a la crisis de la seguridad social pública, comenzaron a 
constituirse sistemas paralelos o complementarios, que buscan asegurar un complemento jubilatorio y 
pensionario, que atenúe la disminución del nivel de prestaciones servidas por los regímenes obligatorios a la 
vez que, en determinadas situaciones, procura incentivar el retiro de personal de edad avanzada. Algunas 
empresas privadas, pretendiendo facilitar el retiro del personal de mayor antigúedad y siguiendo una política 
de movilidad de sus recursos humanos, alentaron financieramente la constitución de fondos complementarios 
a nivel privado, mediante la concreción de aportes simultáneos a los de sus afiliados. Asimismo, los grupos 
de empleados que tenían edad próxima al retiro por jubilación y cuyas jubilaciones en muchos casos estarían 
sujetas a la aplicación de topes máximos, dieron el impulso inicial a la creación de tales fondos, tanto en la 
esfera privada como en la esfera pública. 


La protección complementaria fue institucionalizada por vía legislativa en 1984, por el Decreto-Ley 

N? 15.611, basada en el criterio de que la protección del régimen general puede ser mejorada con respecto a 
determinados grupos, que financiarían prestaciones adicionales mediante un ahorro o aporte adicional al 
preceptuado por las leyes. El marco legal vigente tiene importantes deficiencias; decimos importantes 
deficiencias porque el régimen de inversiones se encuentra fuertemente limitado, y de hecho tiene más 
limitaciones que el de las AFAP. Tiene como objetivo asegurar un adecuado ordenamiento legal y técnico que 


favorezca y garantice la disponibilidad futura de los fondos acumulados a lo largo de la vida del afiliado. A la 
fecha existen alrededor de veinte fondos de esta naturaleza de diversa dimensión. La mayoría de ellos ha 
adoptado un régimen financiero de capitalización colectiva parcial, debiendo demostrar su viabilidad en 
forma periódica en horizontes de veinte años, asumiendo que por cada afiliado que se retira ingresa un nuevo 
cotizante, lo que habitualmente se llama hipótesis con reposición; y de diez años, asumiendo que no hay 
ingresos de nuevos cotizantes, lo que habitualmente se llama hipótesis sin reposición. Esos estudios deben 
realizarse anualmente de conformidad con los lineamientos que dé la autoridad de control, la asesoría 
económica y actuarial del BPS -artículos 15 y 16 del Decreto N* 305 de 1989-, y en los últimos años algunos 
fondos han debido transitar hacia esquemas de financiamiento individual, ahorro y otros ya se han constituido 
bajo esa modalidad más reciente. 


En cuanto a los órganos de contralor, con los alcances y precisiones establecidos en el Decreto N* 218 de 
1999, se prevé una amplia fiscalización de las sociedades administradoras de los fondos de tipo externo, 
atribuyéndose responsabilidades a diversos organismos oficiales. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
ejerce la superintendencia sobre el funcionamiento de estas sociedades, se constituye en el órgano de 
contralor de la gestión, pudiendo actuar tanto de oficio como a petición de los afiliados; tiene atribuciones 
que implican medidas correctivas, inspecciones, requerimiento de documentación, etcétera. 


El Banco de Previsión Social tiene entre sus cometidos el contralor permanente sobre la viabilidad financiera 
y actuarial y cumplimiento de los fines establecidos por las sociedades gestoras. 


El Banco Central del Uruguay, a través del área de control de las AFAP, realiza el control de los estados 
contables y el cumplimiento de la normativa en materia de inversiones y demás aspectos asociados. 


Específicamente, en cuanto a la Caja de Auxilio de Funcionarios del CASMU -CAFUCA.-, debo decir que es 
una asociación civil con personería jurídica aprobada por el Ministerio de Educación y Cultura, que fue 
creada en el año 1990 mediante convenio colectivo otorgado entre el CASMU y su personal. Su 
administración está a cargo de un consejo directivo honorario, integrado por sus propios afiliados, 
trabajadores en actividad y jubilados, que son elegidos por sus propios socios. El complemento jubilatorio 
que se otorga es una prestación mensual que inicialmente permita, por acumulación a la suma que sirve el 
BPS, obtener un ingreso equivalente a la suma del sueldo base de la categoría del socio en actividad, más lo 
que perciba por concepto de antigúedad, deducidos los importes preceptuados legalmente con carácter 
general al momento del cese de la relación laboral, artículo 2%, apartado III, literal A), inciso segundo del 
Estatuto de CAFUCA. Dicha prestación no podrá superar el 30% de la pasividad líquida que abone al socio 
el BPS. 


Desde el punto de vista de su viabilidad, los estudios efectuados y aprobados por las correspondientes 
autoridades de control, otorgan al fondo la viabilidad exigida de los veinte años, pero siempre y cuando se 
mantengan las condiciones actuales. O sea, se afecte al fondo el 100% de su rentabilidad sin quitas por vía 
tributaria. 


Vamos a adjuntar el último informe actuarial entregado al BPS. 


Dadas las estimaciones primarias efectuadas para el caso de tener que tributar solo IRAE, tendría un impacto 
tan relevante que peligra la viabilidad de la Caja. Es decir, el fondo difícilmente pueda seguir cumpliendo con 
los requisitos reglamentarios de viabilidad. El estudio actuarial con el impacto impositivo del fondo de veinte 
años está en proceso, el cual adjuntaremos en el momento en que nos sea entregado por nuestros asesores. A 
la fecha tiene 3.079 socios cotizantes y 669 socios retirados con prestaciones en curso de pago. 


En cuanto al tratamiento fiscal vigente en la actualidad, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 4”, 
inciso final del Decreto-Ley N* 15.611, estas entidades están -lo dice expresamente el artículo- exoneradas de 
pleno derecho de tributos nacionales y aportes a la seguridad social a su cargo. 


Dicha exoneración está recogida en el Texto Ordenado de 1996, artículo 25, Título 3, Capítulo 1, referido a 
exoneraciones genéricas a favor de diversas personas e instituciones de derecho privado. En función de ello, 
en la actualidad están exoneradas de pago de todos los tributos que recauda la Dirección General Impositiva 
y de los aportes patronales a la seguridad social. 


La reforma tributaria a estudio del Poder Legislativo no tiene ninguna referencia expresa a este tipo de 
entidades; sin embargo, sus disposiciones estarían implicando muy importantes cambios en el régimen 
tributario aplicable. 


A continuación analizaremos dichos efectos en los diferentes impuestos previstos. En cuanto al Impuesto a la 
Renta de las Actividades Económicas, IRAE, Título 4 del proyecto -sustitutivo del actual Impuesto a la Renta 
de Industria y Comercio-, en el artículo 57 se derogan las exoneraciones genéricas de tributos anteriores a la 
presente ley, otorgadas a determinadas actividades o entidades, así como las correspondientes a los Impuestos 
a la Renta de Industria y Comercio y a las rentas agropecuarias, salvo las que se incluyen expresamente. La 
exoneración prevista en el Decreto-Ley _N* 15.611 no parece poder sostenerse ante el tenor de este texto legal. 
Analizando la definición de hecho generador, desarrollada en los artículos 2* y 3” de este Título, sería posible 
considerar que la actividad de estas instituciones está comprendida en dichas previsiones. Si bien la entidad 
es por definición sin fines de lucro, la actividad de inversión de un activo, inherente a todo fondo de 
pensiones, busca necesariamente obtener rentabilidad a efectos del cumplimiento de su objeto social. Así, por 
ejemplo, el artículo 52, expresamente exonera las rentas obtenidas por personas públicas no estatales, de 
acuerdo con el literal L). 


En cuanto a la regulación del sujeto pasivo del tributo, el literal A) del artículo 9 comienza incluyendo a las 
sociedades con o sin personería jurídica. Por su parte, el literal H) de este Título, establece que las 
asociaciones civiles son sujetos pasivos por las actividades gravadas a que refiere el artículo 5” del Título, y 
los gravámenes aplicables a bienes, servicios o negocios jurídicos que no estén directamente relacionados 
con los fines específicos de las entidades que han motivado su inclusión en el régimen de exenciones. En 
definitiva, en tanto asociación civil -naturaleza jurídica de CAFUCA- podría entenderse que no está definida 
como sujeto pasivo; sin embargo, el Decreto-Ley N* 15.611 las define como sociedades administradoras, por 
lo que podría considerársela incluida en la hipótesis del literal A). 


En conclusión, existen aspectos que pueden llevar a determinar que las rentas obtenidas por estas entidades 
están gravadas por el IRAE, de acuerdo con la actual redacción. Si así fuera, se compromete 
irreversiblemente su viabilidad. Se entiende necesario que quede totalmente fuera de duda que las rentas 
obtenidas por los fondos de pensiones, cualquiera sea su forma jurídica, están exonerados de este tributo. 


Me voy a referir a las rentas de las personas físicas, Título 7, relativo a la no deducibilidad mientras el 
asociado está en actividad. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 38 de este Título, el aporte a estos 
fondos complementarios no se deduce de la renta bruta. En su mérito, la alícuota que corresponda estará 
gravando esta modalidad de ahorro. Esta solución, si bien abona la simplicidad buscada en la iniciativa, no 
parece ser la más adecuada, en tanto grava con el tributo una modalidad de ahorro nacional. 


Me voy a remitir a los resultados obtenidos por regímenes de capitalización individual. En los regímenes de 
capitalización individual en los cuales existe una cuenta personal, de acuerdo con el artículo 27, se exonera 
de este impuesto los resultados obtenidos por los fondos de ahorro previsional. De conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 111 de la Ley N* 16.713, el fondo de ahorro previsional es propiedad de los 
afiliados, constituye un patrimonio independiente y distinto del de la administradora: el patrimonio de 
afectación. Sin embargo, los resultados obtenidos por los otros esquemas de pensiones, bajo la misma 
modalidad, no estaría gozando del mismo tratamiento. 


En cuanto a las prestaciones, luego de la jubilación de los asociados, el artículo 30 define como rentas del 
trabajo las provenientes de jubilaciones y pensiones; no menciona expresamente las provenientes de 
esquemas complementarios. Pero se considera muy probable que se estime que estas están incluidas en las 
rentas gravadas. Se entiende razonable que sea exclusivamente este el momento en el que se grave la renta 
proveniente de esta fuente. 


En cuanto a la atribución temporal, artículo 31, se prevé la posibilidad de imputarse en tantos ejercicios como 
se hubiera requerido para su devengamiento, con un máximo de tres. Si bien no es el caso de CAFUCA, no 
puede ignorarse que algunos fondos complementarios dan una prestación consistente en el pago de un capital 
al momento de la jubilación y no un pago mensual vitalicio. Para esos casos, la norma del artículo 31 debería 
flexibilizarse, considerando que el lapso de generación del derecho suele ser de décadas. 


En cuanto al Impuesto al Valor Agregado, Título 10, entre las inversiones permitidas por las normas vigentes 
se encuentran los préstamos a los afiliados. De acuerdo con el artículo 6” del Decreto N* 305 de 1989, se 


podrán conceder préstamos hasta de dos años de plazo a sus afiliados con una tasa de interés que no podrá ser 
inferior a las tasas medias pasivas en moneda nacional del sistema bancario oficial. Estos préstamos no 
podrán superar el monto equivalente a seis salarios de actividad del asociado y esta finalidad no podrá 
representar más del 20% del total de colocaciones. La actual redacción de este Título deja dudas sobre si los 
intereses de dichos préstamos, que por definición son de reducida cuantía, están o no gravados por el IVA. 
Podría sostenerse que la exoneración establecida en el inciso final del artículo 4” del Decreto Ley N* 15.611, 
y recogida en el artículo 25 del Título 3 del Texto Ordenado de 1996, mantiene vigencia, en tanto es posterior 
al Decreto-Ley N? 14.100. 


En cuanto al Impuesto al Patrimonio, Título 14, la reforma no contiene respecto a este impuesto ninguna 
limitación a la vigencia de las exoneraciones genéricas. En función de ello se entiende que la exoneración 
establecida en el inciso final del artículo 4” del Decreto-Ley_N* 15.611, y recogida en el Texto Ordenado, 
continúa vigente. 


Respecto a la tasa de control del sistema financiero, artículo 80 y siguientes, en tanto entidades sujetas al 
control del Banco Central del Uruguay, estos fondos serían sujetos pasivos de esta tasa, de acuerdo con el 
literal G) del artículo 81. Sería necesario determinar si la exoneración genérica referida comprende también a 
este tributo. 


En cuanto a los aportes patronales a la seguridad social, la derogación prevista en el artículo 79 alcanza sin 
duda a estas entidades, por lo que pasan a estar gravadas con este tipo de tributos de los que hasta ahora 
estaban exoneradas. 


Luego de este análisis, CAFUCA trajo una sugerencia de las modificaciones que plantearía respecto a estos 
artículos. Las posibles redacciones serían las siguientes. En cuanto al IRAE, proponemos insertar un literal en 
el artículo 52 del Título 4 con el siguiente texto: "R) Las obtenidas por los fondos complementarios de 
previsión social cualquiera sea su forma jurídica". 


En lo que respecta al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, a los efectos de excluir el aporte a estos 
fondos de la base de cálculo, proponemos agregar un literal en el artículo 38 del Título 7, con el siguiente 
texto: "Los aportes a fondos complementarios de previsión social cualquiera sea su forma jurídica”. 


Respecto al Impuesto al Valor Agregado, Título 10, proponemos agregar en el literal E) del numeral 29) del 
artículo 19, en la redacción dada por el artículo 26, el siguiente texto: "Quedan exonerados los intereses de 
los préstamos que otorguen los fondos complementarios de previsión social, de conformidad con las normas 
legales y reglamentarias de dichas entidades". 


En cuanto al Impuesto al Patrimonio, Título 14, se considera suficiente con que quede constancia en la 
discusión parlamentaria que la exoneración vigente continúa alcanzando a este tributo. 


En lo que respecta a la tasa del control del sistema financiero, artículo 80 y siguientes, proponemos modificar 
el literal G) del artículo 81, de acuerdo con el siguiente texto: "Otros sujetos regulados con excepción de los 
fondos complementarios de previsión social". 


Por último, en cuanto a los aportes patronales a la seguridad social, sugerimos agregar un literal C) al 
artículo 78, de acuerdo con el siguiente texto: "Las que refieren a los fondos complementarios de previsión 
social". 


SEÑOR FAUX.- Queremos remarcar lo que entendemos son los puntos más importantes, a fin de que 
se comprenda nuestra situación. 


CAFUCA es una caja creada, dirigida y administrada por los propios trabajadores -en este caso trabajadores 
no médicos del CASMU-, con el objetivo de pagar un complemento a su jubilación que les permita mantener 
el estatus que tenía durante su vida como trabajador activo. 


Existe un compromiso con los trabajadores de nuestra parte, porque en todo este tiempo han tenido 
determinados beneficios y han realizado determinados aportes que gozaban de las exoneraciones que hoy se 


pretenden levantar. En muchos casos, hay trabajadores que han hecho aportes durante veinte años y ahora les 
cambiaríamos las reglas. 


Queremos destacar que esta Caja no tiene fines de lucro, es de inscripción voluntaria y está controlada por el 
Banco Central, el BPS y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Si a esto le sumamos el manejo 
cristalino de los fondos, se deduce la confianza que tiene el trabajador socio de CAFUCA. 


Además, queremos destacar que mantener las actuales exoneraciones no representa pérdidas para el Estado, 
mientras que el impacto de levantarlas conllevaría el cierre de nuestra Caja. De ahí la importancia que le 
damos a este tema. Aun con los estudios primarios, las cifras indican que esta reforma implicaría el cierre de 
la Caja. 


Gracias por todo. 
SEÑOR ASTI.- ¿Del aporte patronal de qué cantidad de funcionarios la Caja debería hacerse cargo? 
SEÑORA BELLENDA.- Actualmente, son diez funcionarios los que están en planilla. 


SEÑOR POSADA.- Sin perjuicio de que el análisis que se ha hecho de esta situación figurará en la 
versión taquigráfica, sería importante que quienes nos visitan dejaran ese material a los efectos de ser 
repartido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos que el material que han elaborado, que va a ser de mucha 
utilidad para la Comisión, pudiera ser entregado a fin de repartirlo entre sus integrantes. 


SEÑORA BELLENDA.- Hay un estudio notarial que está en proceso, que va a indicar el impacto 
impositivo; va a estar pronto la semana que viene y se vamos a enviar. Ahora tenemos el que ya se ha 
presentado con las exoneraciones vigentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo ese material va a ser de utilidad para la Comisión y lo pueden entregar 
cuando esté pronto, que lo vamos a adjuntar a la versión taquigráfica. 


SEÑOR TAJAM.- Los invitados han hecho una serie de planteamientos en una presentación uniforme. 
Quiero saber si alguno tiene más importancia que otro o todos estarían dentro de lo que fue calificado 
como que afectarían de tal forma a la entidad que correría riesgo de quiebra, como se ha expresado. 


SEÑORA BELLENDA.- Obviamente, según los cálculos primarios, el impuesto que más nos afectaría - 
el estudio actuarial se daría vuelta- sería el Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas; ese, sin 
duda. La Tasa de Control del Sistema Financiero también es relevante y, obviamente, los aportes 
patronales serían los menos significativos. 


La cifra más alarmante derivaría del Impuesto a la Renta. Suponemos que seguiríamos exonerados de tributar 
el Impuesto al Patrimonio; si no fuera así, este impuesto también implicaría una cifra súper alarmante. 
Ordenados por afectación, tendríamos el Impuesto a la Renta, el Impuesto al Patrimonio -en el caso de que no 
estuviéramos exonerados-, la Tasa de Control del Sistema Financiero y el aporte patronal al Banco de 
Previsión Social. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No solo por lo que se plantea sino por el estudio que venimos 
haciendo del proyecto, está claro que el Gobierno considera los fondos de pensión como fondos sujetos 
a una renta. Es un concepto que ha incorporado el Gobierno en esta reforma que, obviamente, no 
compartimos. 


¿En algún momento ustedes, como administradores de estos fondos de pensión, participaron del régimen de 
consultas del Ministerio de Economía y Finanzas cuando elaboró la norma? ¿Se les habilitó alguna 
oportunidad para decir algo mientras se elaboraba el proyecto? 


SEÑOR FAUX.- No; la primera oportunidad que tenemos es esta del día de hoy. 


SEÑOR CONDE.- Sin ánimo de desatar ninguna polémica porque todos tenemos que trabajar en la 
dirección de lograr los mayores acuerdos posibles, me permito recordar, dada la observación que hizo 
el señor Diputado, que el proyecto de reforma fue presentado hace seis meses para su discusión 
pública. Sin perjuicio de ello, aquí tenemos uno o dos meses para trabajar; de modo que iremos 
analizando una por una todas las solicitudes de reforma que se nos hagan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos a la delegación que nos remita la información complementaria 
que han mencionado. Han hecho afirmaciones relevantes en este ámbito y -como consta en la versión 
taquigráfica- la vigencia de la reforma tal cual está prevista implica el cierre de esta Caja, como creo 
que se ha afirmado un par de veces. Esa es una información importante, pero debe ser sustanciada con 
los números que nos van a acercar, que serán de mucha utilidad. 


Agradecemos su visita. 
(Se retira de Sala una delegación de la Caja de Auxilio de los Funcionarios del CASMU) 


(Ingresa a Sala una delegación del Servicio Mutuo de Bienestar Social de Funcionarios y Ex Funcionarios 
Bancarios) 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a la delegación del Servicio Mutuo de 
Bienestar Social de Funcionarios y ex Funcionarios Bancarios, integrada por los señores Hugo Díaz y 
Miguel Angel Verdias, y el contador Carlos Prato. 


Antes que nada, queremos aclarar que hemos recibido detallada información respecto a cómo afectaría la 
reforma tributaria en términos generales a estos servicios de auxilio, a las cajas de servicio mutuo. Por lo 
tanto, solicitamos a los invitados que en su intervención se concreten al sector específico al que pertenecen, 
en virtud de que la Comisión ya ha abordado este tema en términos generales y tiene siete u ocho entrevistas 
pendientes con servicios similares al de ustedes. 


SEÑOR PRATO.- Gracias por recibirnos. 


Nosotros venimos a la Comisión en virtud de la futura reforma tributaria, aunque aún no sabemos 
concretamente si estaremos o no gravados por la nueva ley. 


Desde su creación al día de hoy nuestro Fondo ha estado exonerado de todo impuesto, pero con la nueva ley 
de reforma tributaria se le podrían aplicar los distintos impuestos, es decir, Impuesto a la Renta, Impuesto al 
Patrimonio, Impuesto al Control Financiero e Impuesto al Valor Agregado. 


En el proyecto de ley no se menciona a texto expreso que quedaremos exonerados, y no sabemos si esto es 
así por desconocimiento de la existencia de estos Fondos o por asimilación a algún otro tipo de Fondo de 
Ahorro Previsional. Reitero que a texto expreso no se nos exonera y que hay algunos artículos que nos 
generan algunas dudas al respecto. 


En caso de no ser exonerados, la viabilidad del Fondo se vería afectada seriamente, pues resultarían bastante 
gravosos estos impuestos. El Banco de Previsión Social, que es uno de los órganos de contralor de estos 
Fondos, nos exige un estudio actuarial bianual; para que puedan seguir existiendo, la viabilidad de estos 
Fondos tiene que ser de veinte años o más; en los años intermedios se va actualizando este estudio, y en el 
caso de quedar gravados, no se alcanzaría dicho plazo. 


Otro dato que queremos aportar es que a diferencia de los demás Fondos complementarios, el Fondo SEMU- 
BROU -como se denominaba anteriormente- funcionaba como un sistema de reparto colectivo solidario, pero 
a partir del 22 de junio del 2005 se pasó al sistema de cuentas individuales. De quedar gravados por esta 
nueva disposición, no se gravaría al Fondo sino a la cuenta personal de cada asociado. 


Esta es nuestra inquietud, por lo que queremos saber qué posibilidades existirían de seguir comprendidos en 
el régimen de exoneraciones del que hoy goza el servicio. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Indudablemente, con esta reforma van a tener que pagar aportes 
patronales, IVA, Impuesto a la Renta e Impuesto al Patrimonio. Quisiera saber qué repercusión real 
tendrá esto en el Fondo, es decir, si lo podrán absorber o si les generará algún problema especial. 


Durante uno o dos meses este proyecto de reforma tributaria estuvo a consideración pública -digamos-; 
estuvo disponible en la página web -así lo dijo el Ministro-, por lo que quisiera saber si enviaron alguna 
observación diciendo qué es lo que podía pasar o si tomaron una actitud pasiva y esta es la primera vez que 
manifiestan su inquietud. 


SEÑOR PRATO.- Evidentemente, en el caso de quedar gravados por todos estos impuestos, el impacto 
será muy fuerte. Pasar de no pagar absolutamente ningún impuesto a pagar todos estos, significaría un 
impacto muy importante y la viabilidad del Fondo disminuiría sustancialmente. Hoy tendremos una 
reunión del Consejo Directivo y se va a tratar este tema para hacer un estudio sobre el impacto que 
esto tendría en el Fondo. 


En cuanto a la segunda inquietud del señor Diputado, nosotros estuvimos analizando el proyecto de ley y esta 
es la primera instancia en la que transmitimos nuestras inquietudes. 


SEÑOR ASTI.- Un señor Diputado preopinante se refirió a los aportes patronales, por lo que quisiera 
saber si los funcionarios del Fondo aportan al Banco de Previsión Social o a la Caja Bancaria. 


SEÑOR PRATO.- Los funcionarios están aportando a la Caja de Industria y Comercio, es decir, al 
BPS. Estamos exonerados de aportes patronales; pero con la nueva ley esto ya no será así. 


SEÑOR VERDÍAS.- Quiero hacer una aclaración muy importante. 


En estos momentos, el patrimonio del Servicio Mutuo es muy pequeño, pues al pasarse a cuentas individuales 
el patrimonio que existía se dividió entre cada uno de los socios en forma proporcional a lo que habían 
aportado. Por lo tanto, sin duda alguna los más afectados serán los asociados, que son los soportarán la mayor 
carga, el peso de estos nuevos impuestos. Sin duda, esto va a llevar a que la gente empiece a borrarse y a que 
no tenga interés en afiliarse. Esto sería lamentable porque lo que nosotros hacemos es administrar los fondos 
para que el día que se retire un compañero, pueda llevarse una cantidad importante de dinero que lo ayude en 
su vida de pasivo; pretendemos que tenga un respaldo cierto. Es por eso que pedimos la exoneración, por el 
bienestar de los socios, no por otra cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos decir que aunque la reforma propuesta no expresa que cesan las 
exoneraciones previstas, pensamos que al establecerlo genéricamente todas las que no están 
exceptuadas van a cesar. Por lo tanto, el sector también va a estar comprendido en los aportes 
genéricos que deben hacerse. 


Agradecemos vuestra visita y quedamos a las órdenes. 


(Se retiran de Sala integrantes del Servicio Mutuo de Bienestar Social de Funcionarios y ex Funcionarios 
Bancarios) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Organización de la Prensa del Interior, OPI) 


La Comisión da la bienvenida a los señores Ricardo Ariel López, Álvaro Riva y Raúl Vernengo. 


Tenemos entendido que han pedido la audiencia para hacer llegar a la Comisión su visión respecto a la 
reforma tributaria, por lo que con gusto les cedemos la palabra. 


SEÑOR RIVA.- Es un honor para nosotros estar aquí y poder exponer la situación en la que quedaría 
la prensa del interior como consecuencia de la instrumentación de la reforma tributaria, que es el tema 
a estudio de la Comisión. 


Soy Director del diario "El Heraldo", y en este momento estoy actuando en representación de la OPI. Hablo 
por ochenta y tres empresas del interior, de las cuales cincuenta y tres están afiliadas a la OPI. 


Tenemos un informe, una especie de evaluación o balance de la situación de la prensa del interior, que vamos 
a entregar a la Comisión; también tenemos algunos ejemplares que hemos traído y que vamos a poner a 
disposición de ustedes. Tal vez esto les ayude a tener una idea del contexto de lo que estamos hablando, 
porque el interior es una estructura un poco compleja. A pesar de que me consta que ustedes lo han recorrido 
y que lo conocen muy bien, a veces es difícil visualizarlo como una unidad, más bien como un puzle de 
distintas situaciones. 


En el informe detallamos las características generales del sector; como dijimos, estamos hablando de 
cincuenta y tres empresas afiliadas a la OPI: diez o doce son diarios y los demás son publicaciones de menor 
frecuencia, es decir, trisemanarios, bisemanarios, semanarios, quincenarios, mensuarios, etcétera. En este 
momento tenemos alrededor de quinientos cincuenta trabajadores entre periodistas, administrativos y 
personal de talleres. Todas estas familias encuentran sustento prácticamente en el sector y tengamos en 
cuenta que muchas de estas personas trabajan en exclusividad en estas empresas. 


Con respecto a los aspectos valorativos, podemos decir que la prensa del interior trata -como ustedes- los 
asuntos pequeños del terruño; aborda las situaciones locales, los temas que refieren a la realidad local. La 
temática es variada y en los últimos años, a raíz de una menor circulación de los diarios de Montevideo en el 
interior, hemos debido abordar los asuntos nacionales e internacionales. De todos modos, el principal 
objetivo es dar información local. 


La prensa del interior es un instrumento primario de intercambio social; estamos convencidos de ello. 


En cuanto a las características particulares, debemos decir que somos órganos no sensacionalistas y empresas 
familiares en su gran mayoría; somos órganos protectores de las características y de las tradiciones locales. 
Somos intérpretes de las comunidades y tenemos larga permanencia y arraigo; hay empresas que tienen 
ochenta, noventa y hasta cien años de publicaciones. Son órganos que no enriquecen a nadie, y sabemos que 
esto les consta a los legisladores que recorren el interior y conocen cómo se manejan estas empresas. 


En el decoro de ganar para vivir y de proteger en esa modesta y digna condición especial, queda demostrado 
que aquella leyenda negra sobre cómo la prensa puede presionar a la comunidad y extraer de ella ganancias 
ilegítimas, no es aplicable en absoluto a esta prensa nacional del interior, es lo que dice textualmente un 
informe de valoración que tiene la OPI desde hace muchos años. 


También nos parece importante mencionar el concepto de territorialidad: la prensa del interior es del interior. 
En el estatuto de la OPI consta la obligatoriedad de la territorialidad. Se nos ha cuestionado eso algunas 
veces, pero nosotros lo reivindicamos como un motivo de arraigo. Es decir, para que la prensa del interior sea 
del interior debe sufrir y vivir las circunstancias de las comunidades del interior. No tiene sentido que en el 
concepto de prensa del interior incluyamos a la prensa argentina, que pueda circular y venderse en el interior, 
o a la capitalina que, a veces, disfrazada o vestida, o simulando ser del interior, pretende insertarse allí como 
representante o porta voz de estas comunidades. Creo que la territorialidad ha hecho que, de alguna manera, 
nosotros suframos o sintamos lo mismo que la comunidad a la cual servimos. Y esto también vale para las 
comunidades fronterizas, que muchas veces se han encontrado con que es más cómodo o más económico 
imprimir fuera del país; entonces, mientras los diarios están circulando de un lado, las imprentas están del 
otro. Me parece importante tener en cuenta esto; ha sido uno de los principios que nosotros hemos 
reivindicado. 


Con respecto a los números, me parece bueno mencionar algunos. En el año 1998 existían 108 medios de 
prensa en el interior; en el año 1999 había 116. Hoy día hay 83. Es decir, la caída en la cantidad de 
publicaciones es un dato relevante para saber cuál ha sido la evolución de la prensa del interior en los últimos 
años. Lo mismo ha ocurrido con los talleres; la prensa tiene 155 talleres propios. En el año 1998, los diarios 
que se imprimían en sus propios talleres eran 55, hoy son 33. Es decir, ha habido una caída en la cantidad de 


talleres específicamente dedicados a imprimir diarios. Lo mismo ocurre con los socios de la OPI, como 
pueden advertir en el Cuadro 1. En el año 1998 había 46 empresas que tenían talleres, hoy hay 30. Esto 
demuestra una caída. Sin embargo, hay otras cifras que también demuestran la caída que ha sufrido el sector 
en los últimos años; estamos hablando de los kilos de papel consumido. De 829.905 que consumíamos en el 
año 1998 hemos pasado a 660.000. En la columna que está al lado del Cuadro 2 -es decir, la información en 
centímetros- evaluamos los centímetros reales de información publicados por año por el sector. En el año 
1998, la prensa del interior en su conjunto -es decir todos los medios; los 83 que mencioné- rondaba los 
18:000.000 de centímetros de información genuina. En el año 2005 hemos llegado a los 22:000.000. Esto 
demuestra algo que me parece que es valioso para tener en cuenta y es que la prensa del interior ha hecho un 
esfuerzo por mantener los centímetros de información, es decir la cantidad, la cuantificación de la 
información, a pesar de la caída del papel. Hemos mantenido el tamaño de nuestros diarios y lo que hemos 
perdido son ventas, es decir, tenemos menos kilos por menos ventas; se puede advertir en el cuadro cuáles 
son las retribuciones que hemos pagado. Lo mismo ocurre con las importaciones del sector, que han caído de 
US$ 207.000 a US$ 117.000 en el año 2005, con un mínimo de US$ 95.000. Estas son las inversiones, estas 
son las compras que las empresas hacen en el exterior en pro del desarrollo, la inversión, el crecimiento de 
sus empresas, etcétera. 


Con respecto al dato de los 22:000.000 de centímetros de información que el sector generó en el año 2005, 
viene al caso a los efectos de compararlo -para que tengan una idea- con el diario "El País", ya que 
claramente conocen su significado. El diario "El País" hoy tiene 580 trabajadores, lo que equivale 
prácticamente a todo el sector de la industria periodística del interior -diarios, periódicos, revistas, etcétera- y 
nosotros, como ya mencioné, tenemos 550. Nosotros hemos generado 22:000.000 de centímetros de 
información en el año. El diario "El País" genera alrededor de 5:180.000 centímetros en el año. Esto vale 
también a los efectos de cuantificar y de que ustedes tengan una idea acerca de lo que estamos hablando. 


En el Cuadro 3 tenemos el problema del manido tema de la publicidad oficial. En el año 1998 la prensa del 
interior recibió 116.000 centímetros; en el año 2005, 37.000. Todavía no sabemos los guarismos del año 
2006, pero no creo que vayamos a superar los anteriores. Quiere decir que la publicidad oficial es un rubro 
que prácticamente se ha eliminado de los ingresos de las empresas periodísticas del interior. 


La cobertura geográfica también me parece un dato relevante. La prensa del interior cubre el 59% de la 
superficie y a 1:900.000 ciudadanos, es decir el 99,7% del territorio. Tenemos, a su vez, una dificultad 
geográfica. Los diarios de Montevideo, que eran siete cuando se realizó el informe al que me estoy 
remitiendo, tenían una cobertura del 29% de lectores; es la lectura más baja del país. En Uruguay, los que 
menos leen diarios son los montevideanos, los que más leen son los del interior. Este dato es tomado de 
mediciones de Equipos Mori. 


Para darles un dato de lo que está pasando en el litoral, cito a Paysandú, que tiene una cobertura del 80% de 
la ciudad. En todo el litoral, entre Colonia -que tiene diez publicaciones- y Salto, el 95% de los ciudadanos 
lee la prensa del interior y solo el 5% lee la prensa que se llama nacional. Evidentemente, la prensa nacional 
del interior es la preferida. Elegí estos dos ejemplos porque son los limítrofes, los que están más lejos del 
centralismo montevideano, de la metrópolis. 


En la zona norte y noreste, es decir Artigas, Rivera, Treinta y Tres, Cerro Largo y Rocha, el 72% de los 
habitantes lee la prensa local y el 28% lee la prensa de Montevideo. La cobertura es enormemente 
abrumadora por parte de la prensa del interior. En el 2004 había 99 publicaciones con 892.180 lectores. En 
Montevideo, los siete diarios cubrían alrededor de 353.000 lectores, es decir, la tercera parte. El área 
geográfica es mucho menor y llegar con el paquete de ejemplares es mucho más fácil que para las 
publicaciones del interior, que corren con pequeños paquetes de aquí para allá a fin de llegar a los pequeños 
pueblos. Sin contar Montevideo, la prensa del interior tiene 320.000 lectores contra 353.000 que tiene la 
prensa de Montevideo. 


Además, deseo señalar que somos el único referente del periodismo de contacto o de aproximación, como se 
le llama hoy día, es decir, la prensa que está en permanente contacto con su comunidad; para referirnos a esto 
hay definiciones internacionales. También quiero agregar que es un modelo en la región. Hemos tenido 
oportunidad de participar en foros internacionales y se nos ha pedido que expongamos sobre esto porque se 
pretende llevar este modelo a Brasil y a Argentina donde no existen todas las excepciones como en nuestro 
caso. 


Con respecto a los problemas que enfrenta el sector, nos encontramos con la caída de la venta de ejemplares. 
Desde 1995 a 2003 los medios capitalinos perdieron el 51% de su circulación, según un informe realizado 
por una consultora española, a pedido de ADIPU, la Asociación de Diarios y Periódicos del Uruguay. La 
consultora española advierte sobre la necesidad de que el Uruguay debe recuperar el hábito de lectura ya que 
anuda el tejido social, cultural y cívico en un país con los valores, la historia y el conocimiento para el futuro. 
Asimismo sugiere la participación del Estado en estas políticas de lectura que son preocupantes. En este 
estudio realizado por la consultora española con financiamiento del BID también participaron la OPI y la 
Cámara del Libro, muy preocupados por la temática de la lectura. La caída de la inversión publicitaria 
también es un rubro grave. Tenemos una caída importante en todo el país y, por lo tanto, el interior no está 
fuera de eso. 


También hay problemas con la publicidad oficial. Según consta en una publicación de "Café y negocios" del 
diario "El Observador" del año 2001, representaba el 65% de los ingresos de las empresas periodísticas de 
Montevideo, dato al que nosotros nunca podríamos haber llegado, a pesar de existir la Ley_N* 16.320 de 1* de 
noviembre de 1992, en cuyo artículo 484 establece: "La publicidad estatal deberá tener en cuenta a los 
órganos de la prensa escrita del interior y será preceptiva toda vez que la misma esté dirigida específicamente 
a residentes de una determinada ciudad, región u órgano de circulación nacional que se considere 
conveniente". La prensa del interior debe estar considerada por ley y no lo está. Tanto es así que hemos 
tenido enfrentamientos con el Tribunal de Cuentas, que ha establecido como criterio que las publicaciones 
oficiales o los llamados a licitación, etcétera, sean publicados exclusivamente en lo que ellos definen como 
prensa nacional o prensa de circulación nacional, que es una definición propia del Tribunal de Cuentas. 


Agregamos a esto la dependencia externa de materias primas. El papel, los insumos de preimpresión y de 
impresión son en dólares. Con la crisis de 2002, estos costos subieron promedialmente del 15% a 22% en el 
sector. 


La caída de la publicidad ha sido dramática. Se dice que la publicidad debería alcanzar el 70% de los ingresos 
y solo llega al 30% o al 40%. Por lo tanto, la prensa del interior está jugada al precio de tapa. Este es un dato 
que explica un poco la caída de los lectores y el porqué de los precios de los ejemplares. 


El sector también ha hecho un esfuerzo en materia salarial. Debo dejar constancia de que a pesar de que 
perdimos un 35% del Salario Real en el sector, ya en 2004, antes de la instalación de los Consejos de Salarios 
el sector había hecho un esfuerzo propio y había logrado una recuperación del 7,5%, según la consultora 
CPA, que realizó una investigación a pedido de la Organización de la Prensa del Interior. Esto hizo que la 
recuperación para 2005 fuera pactada con el sindicato de APU, de los periodistas, y nunca estuvo por debajo 
del 3%, por encima de la pauta del Gobierno. Quiere decir que hemos hecho un esfuerzo; el mismo esfuerzo 
esperábamos hacer ahora en julio, cuando se nos convocara nuevamente. 


La productividad del sector también cayó, así como la hora-hombre trabajada y el kilo de papel; la relación 
entre una y otra es equivalente. 


Como conclusión, diremos que la prensa del interior cubre con un conjunto de pequeñas publicaciones la 
porción mayor del territorio nacional y llega a más de la tercera parte de su población. La cantidad de lectores 
del interior casi triplica a los lectores de Montevideo. Está al margen de los centros de poder donde se 
definen las pautas publicitarias de Gobierno y por eso marginada de estas. La situación se ha visto agravada 
desde que el Gobierno recortó estos rubros. 


Presenta un servicio incuestionable a la población local, en contra de un proceso de mundialización de la 
información por medio de Internet o lo que se ha dado en llamar la "sociedad de la información". En sus 
colecciones se guarda el principal acervo histórico y cultural de cada localidad. 


Las exoneraciones tributarias y subsidios que posee no han sido garantía de crecimiento ni de 
enriquecimiento. Los datos que demuestran la pérdida de medios, de imprentas y de puestos de empleo están 
a la vista y también la pérdida de la rentabilidad. 


Las investigaciones del mercado de lectores demuestran la paulatina tendencia a la caída. Cada vez se lee 
menos y en este sentido la consultoría del BID ha advertido sobre la necesidad de un plan de fomento de la 
lectura, dirigido a niños y jóvenes, para atenuar el impacto negativo de esta tendencia, sugiriendo además el 
apoyo institucional público. A pesar de ello surge el esfuerzo que el sector empresarial ha hecho para 


mantener el nivel de salario de sus trabajadores -en su gran mayoría, más que empleados, compañeros de 
trabajo- y en la cantidad de información. Pese a la caída de todos los indicadores, se mantuvo el alto nivel de 
centímetros de información anual producida en forma colectiva. 


Por tales motivos, concluimos que la aplicación del texto de la reforma tributaria que hoy se pretende que nos 
gravaría con el IVA al aporte patronal y los impuestos generales, como IVA, Renta, etcétera, sería la 
siguiente. Nosotros estamos convencidos -lo decimos con firmeza- que inmediatamente padeceríamos una 
pérdida de personal. Evidentemente, habría rápidamente una desaparición de pequeños medios que son 
sustento de grupos familiares, casi la mayoría de ellos empresas unipersonales. Además, se daría la 
desaparición paulatina de otros que seguramente serían severamente castigados con estos impuestos. La 
desaparición de programas de prensa, con la consabida desaparición de las empresas y la desaparición de 
órganos de prensa, tendrían consecuencias que cargarían al sistema democrático, a la historia, la cultura y el 
desarrollo de pequeñas comunidades a las que sirven. 


Además, se plantea la creación de un sistema de competencia injusto, porque además se establece una cota de 
dos millones de unidades indexadas por debajo de la cual estarían exoneradas algunas empresas. Esto 
establece un límite injusto que además contribuiría a una forma de competencia injusta, aunque no digo que 
sea deshonesta. 


Una de las consecuencias del modelo impulsado sería la desintegración de un modelo de hace más de 
cuarenta años, que ha sido motivo de orgullo nacional a través del cual gobernantes y legisladores 
concibieron la necesidad de apoyar y estimular el fomento para la proliferación de órganos de prensa, 
pequeños y medianos, a favor del pluralismo democrático en las grandes estructuras, redes, cadenas, grupos 
que hoy en día monopolizan y mundializan la palabra, la opinión y la información. 


Para terminar, voy a citar una pequeña frase de un discurso ofrecido por Galeano en un diario del interior en 
oportunidad de la celebración de su 75* aniversario. Dice así: "Yo creo que es admirable que las 
publicaciones del interior de nuestros países y de países latinoamericanos igualmente enfermos de 
centralismos hayan podido sobrevivir guardando esa otra palabra que expresa esa otra realidad, que no se ve 
cuando se visitan las grandes capitales y los grandes pueblos y que suelen ser más auténticas y más 
verdaderas que esas grandes capitales y esos grandes pueblos, que nacieron para imitar a Inglaterra o Francia 
y ahora copian a los Estados Unidos. Una relación más entrañable, más cariñosa, más amorosa con las raíces 
más hondas de la realidad nacional. En esas publicaciones menores que han sabido guardar una palabra que 
de otro modo hubiera quedado condenada a no ser escuchada jamás". 


Les agradezco que nos hayan recibido y les pido que tengan en cuenta estas expresiones que he vertido. Les 
repito que, como siempre, la prensa del interior será hospitalaria y los recibirá cuando salgan de gira por allí. 
Esperamos poder tener esas casas que hoy tenemos para recibirlos y poder, una vez más, recoger la palabra 
de ustedes. 


SEÑORA CHARLONE.- Antes que nada, queremos saludar la presencia de la delegación. Nos quedan 
claros cuáles son sus planteos. 


En la página 6 del material que nos entregaron -también se hizo referencia en la exposición-, se habla de que 
las empresas que pagarían dos millones de unidades indexadas anuales quedan en un sistema distinto al resto. 
Me gustaría que nos explicaran un poquito mejor cómo es este tema o por qué se generaría esa diferencia. 


SEÑOR RIVA.- Debo admitir que la contemplación de esta cota va por cuenta del Poder Ejecutivo 
como consecuencia de una iniciativa presentada por OPI inmediatamente después de que se instaló la 
Comisión que analizó y recibió las propuestas cuando se abrió la instancia del debate del proyecto. 
Nosotros hicimos un pedido para que se contemplara nuestra situación y el Gobierno ha tenido la idea 
de hacerlo según un criterio que se ha aplicado en otros casos, que es el de dejar excluido de este 
sistema tributario a las pequeñas empresas. Las empresas que tributarían dos millones de unidades 
indexadas anuales tendrían una facturación aproximada de $ 240.000 mensuales. Es un ingreso 
pequeño para una empresa. Estamos hablando de empresas realmente chicas. Tememos que nos 
podamos encontrar con el fraccionamiento de las empresas, apostando a no llegar a la cota de los 
$ 240.000 mensuales. Esto genera un sistema injusto, en la medida en que quien tenga $ 240.000 de 
ingresos mensuales no aportará y quien tenga $ 250.000 tendrá que hacerlo. 


SEÑOR VERNENGO.- Con este límite que se establece se busca defender o favorecer a las empresas 
pequeñas, pero como el techo que se establece es muy bajo, las empresas que pasarían a tributar son 
las medianas y grandes y ocupan al 75% de todo el personal, en la prensa del interior. 


El argumento más importante es que crea una desigualdad en la interna, a nivel de la prensa del interior, 
porque habrá empresas que tributarán y otras que no. Por otro lado, es un gran aliciente a no crecer, porque 
muchas empresas procurarán no pasar el límite, justamente para seguir estando exoneradas. 


SEÑORA CHARLONE.- Quiero saber si esa cota es para la exoneración de IRAE y de aportes 
patronales, o sea cuáles son las exoneraciones que habría por debajo de la cota. 


SEÑOR VERNENGO.- Se trata de los impuestos generales, por ejemplo el IVA, del cual hoy está 
exonerada la prensa del interior. El aporte patronal se considera por separado en la reforma. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Doy la bienvenida a la delegación y las gracias por las cosas que nos 
han manifestado 


Nosotros somos Diputados del interior y tenemos un real conocimiento de la importancia de la prensa y yo 
avalo totalmente que le gente lee más el diario local que los diarios nacionales, sobre lo cual no tengo 
ninguna duda. 


Supongo que cuando se incurre en un error tipográfico cuando se establece aquí la cifra de veinte millones de 
unidades indexadas. Supongo que la cantidad correcta es de dos millones de unidades indexadas. 


Cuando apareció en la página web el primer proyecto de reforma tributaria ustedes hicieron llegar su opinión 
al Ministro Astori. A juzgar por lo que ustedes dicen, en esto fueron contemplados, pero no en las otras cosas 
que ustedes habían planteado en ese momento. O sea que, aparentemente, las cosas que ustedes dijeron no 
fueron tenidas en cuenta, por lo cual, si fracasaron en esa instancia ante el Ministro Astori, ahora solo les 
queda la instancia legislativa, para que el Parlamento recoja lo que están proponiendo. 


En lo personal, veo muy bien que hayan incluido la opinión de Galeano. Como es un hombre de izquierda, 
ustedes quieren demostrar cómo un hombre de izquierda piensa de cierta manera de la prensa del interior, 
mientras que un Gobierno de izquierda hace lo contrario. Yo personalmente me habría puesto muy feliz si se 
hubiera hecho alguna mención a Eduardo Víctor Haedo, porque él fue el gran impulsor y creador de toda la 
prensa del interior. 


SEÑOR RIVA.- La aclaración es correcta: son dos millones de unidades indexadas. Son errores de 
prensa, como consecuencia de la urgencia, por lo cual les pedimos disculpas. 


Con respecto a la consideración que hizo sobre Eduardo Galeano, me parece que es de carácter político. 
Elegimos este tramo porque fue dicho en una sala de prensa del interior y porque además es un referente de la 
cultura uruguaya y universal, especialmente en lengua hispana. Me parece bueno que tengamos una 
referencia de este tipo acerca de alguien que además de ser un ciudadano del mundo tiene un concepto tan 
interesante respecto del papel que juega la prensa del interior. 


Por otra parte, lo que nosotros hicimos cuando se abrió esa instancia a partir de la publicación en la página 
web por parte del Gobierno, fue presentar una nota haciendo referencia a nuestras excepciones tributarias, 
dando por descontado que el Gobierno las tendría en cuenta a la hora de elaborar el proyecto definitivo. Lo 
que queríamos era que se mantuviera nuestro estatus tributario tal cual está hoy día y no que hubiera 
modificaciones. La contemplación no se hizo. Lo que el Gobierno hizo fue crear una cota para contemplar las 
empresas casi unipersonales que hay en este rubro. Las empresas que no quedan contempladas son todas las 
que pasan los $ 240.000 mensuales de facturación, que ocupan al 75% de la mano de obra del sector. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aunque no contempla la excepción para el aporte patronal que se extiende a 
todo el sector. 


SEÑOR ASTI.- Hago un simple comentario: parece que no tienen confianza en que los legisladores 
conozcamos a la prensa del interior y en que vayamos a leer el informe que nos dieron. Me hubiera 
gustado que el tema estuviera más basado en cómo afectará a este sector la reforma tributaria, artículo 
por artículo o impuesto por impuesto. 


Quiero dejar dos constancias, una de las cuales es obvia: la venta de diarios y periódicos sigue exenta de IVA. 
Se estarán refiriendo a los temas de publicidad. Cuando hablamos de que se elimina la exoneración del IVA 
debemos tener en cuenta que los diarios, las revistas y todo material de ese tenor, salvo el pornográfico, 
seguiría exento de IVA, como en la actualidad. 


Por otra parte, cuando se habla de la decisión del Poder Ejecutivo de exonerar a determinado nivel de rentas 
de empresas, supongo que la referencia es al artículo 52 -rentas exentas-, que dice que se fijará por parte del 
Poder Ejecutivo un monto anual por el cual las rentas estarán exentas y se faculta por este artículo a que se 
tome en cuenta la cantidad de dependientes u otros índices que establezca la reglamentación. No está fijado 
en este artículo 52 un monto ya definido. Seguramente el Poder Ejecutivo, en función de lo que ha hecho, ha 
venido haciendo o ha venido conversando con diversos sectores pudo haber adelantado cuál será ese monto. 
En ese sentido, sería importante que nos hicieran llegar la evaluación sobre el impacto de la reforma 
tributaria para las distintas empresas incluidas en este sector, en lo que tiene que ver con el IVA, el IRAE y 
los aportes patronales, como grandes rubros incluidos. 


SEÑOR POSADA.- Antes que nada, saludamos a los representantes de la Organización de la Prensa 
del Interior, varios de ellos conocidos desde hace mucho tiempo. 


Obviamente que participamos con ustedes de la preocupación respecto a este tema. Es bien importante lo que 
ha dicho el señor Diputado Asti en el sentido de conocer exactamente el impacto que las distintas 
modificaciones tributarias tienen en el sector. Ustedes hacen una evaluación en el sentido de que esto va a 
significar en muchos casos el cierre de varias empresas del interior. Me parece que eso es lo que hay que 
cuantificar para tener real conocimiento del impacto que pueden tener estas medidas, fundamentalmente las 
que tienen que ver con los aportes patronales, que son los que de alguna manera van a significar una carga 
muy importante a lo que es hoy el presupuesto de los distintos medios de comunicación del interior. 


Por lo tanto, al margen de toda esta información que nos han proporcionado, sería bueno hacer un estudio del 
impacto con relación a esas modificaciones tributarias incluidas en este proyecto de reforma. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Voy a ser muy breve porque la exposición de nuestros visitantes ha sido 
absolutamente clara. 


Ya que el señor Diputado Asti hizo una valoración sobre el informe y el contenido de la visita, yo también 
quisiera hacer una. 


Creo que fue muy positivo que se explicara cuál es la organización de la prensa del interior, porque al haber 
un cambio tan radical en el sistema de tributación que puede dejar a este sistema fuera de juego, me parece 
que tenía que hacerlo. Ellos tienen que suponer que nosotros lo sabemos y que lo conocemos; y 
efectivamente lo conocemos. Pero cuando se ve un cambio de esta naturaleza, no está para nada mal 
reafirmar ante esta Cámara -que es la que va a votar o no estos impuestos que se proponen- lo que se hace 
todos los días y la importancia que tiene la prensa. 


Desde ya que todos estos agregados que han pedido los señores Diputados Asti y Posada sin duda nos van a 
ayudar a tomar una decisión. 


Reitero que la exposición ha sido muy clara y realmente muy positiva esta visita. 


SEÑOR VERNENGO.- En cuanto al aporte patronal, nosotros estuvimos haciendo números y viendo 
en el conjunto de la prensa del interior qué significa este beneficio que tiene y cuánto deja de recaudar 
el país por concepto de aportes patronales. 


Si mal no recuerdo -me podrán corregir mis compañeros-, creo que a partir de la pérdida de la exoneración 
que tiene, pasaríamos a aportar un 7,5% por concepto de aporte patronal. Quitándole este beneficio a la 
prensa del interior, el Estado recaudaría por año alrededor de US$ 70.000 o US$ 75.000. 


Yo no soy contador, soy periodista, pero imagino que este beneficio, esta ventaja que se le da a la prensa en 
aras de que funcione de mejor manera, para el país no es una inmensa inversión. Creemos que US$ 70.000 o 
US$ 75.000 por año, referido únicamente al aporte patronal, no es una montaña de dinero. Téngase en cuenta 
que buena parte de los medios de prensa que hay en el interior son muy pequeños y su existencia es posible - 
no únicamente pero sí en parte- gracias a los beneficios que se les da. Si no existiera ese beneficio del aporte 
patronal -así como tienen otros con el IVA-, esos medios pequeños podrían dejar de existir. No decimos que 
vayan a desaparecer, no es la hecatombe, pero nosotros creemos que esta tendencia de los últimos años a la 
disminución en el número de medios de prensa del interior -en general los que desaparecen son los pequeños- 
se acentuaría porque pierden beneficios. 


En cuanto a lo que dijo el señor Diputado Asti con relación a números, nosotros después vamos a hablar con 
cada uno de los legisladores por separado sobre este tema fuera del ámbito de la Comisión. No es por pintar 
cuadros horrorosos -que no queremos hacer-, pero haciendo bromas antes de entrar a la reunión, hablábamos 
con Riva sobre el discurso que hizo Galeano en el aniversario del diario que él dirige -"El Heraldo" de 
Florida-; el que yo dirijo tiene un año y medio de vida. Yo le dije que capaz que en unos años lo podía 
alcanzar, refiriéndome a la cantidad de años que tiene "El Heraldo", que cumple ochenta y siete. Y él me 
contestó: "Mirá, si sale la reforma, seguramente nos alcances, dentro de ochenta y seis años", porque "El 
Heraldo" podría desaparecer. No quiero decir que "Primera Página" de Minas vaya a desaparecer, pero 
perdemos beneficios. Esta reforma y muchas medidas que esta incluye son desfavorables para la prensa del 
interior. Nosotros somos conscientes de que tenemos beneficios desde hace muchos años que nos ha dado el 
Estado uruguayo, en parte -no exclusivamente- explica la existencia de muchos medios, de semanarios, de 
bisemanarios y de quincenarios en pequeños pueblos del interior, no solamente en las grandes capitales. 
Estamos hablando de semanarios que existen en José Pedro Varela, en Solís, en Pirarajá, en Lavalleja, por 
hablar solo del departamento del que provengo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Cuando nosotros pedimos que nos den alguna información, no nos 
referimos a datos globales, si son US$ 75.000 o no. Si uno lo mira en la globalidad de los ingresos del 
BPS esa cifra puede no significar nada, pero desde el punto de vista de cada empresa, puede ser 
muchísimo. 


Indudablemente, si esta reforma se aprueba a ustedes les van a aumentar los costos. Esto podría trasladarse al 
precio, que es lo que vulgarmente hace la mayoría de las empresas, ocasionando una disminución de la venta 
o cosas por el estilo. Ese tipo de impacto es el que nosotros queremos conocer. Si van a tener que pagar más 
al BPS, ese recargo puede provocar que se traslade al precio de venta o que el que tiene diez empleados pase 
a tener ocho o nueve. Ese tipo de trabajo es el que nosotros necesitaríamos del sector para ver en qué 
perjudicaría el contenido de esta reforma tributaria a la prensa del interior. Ustedes han hablado en forma 
general, pero necesitaríamos ese tipo de números para ver si se deberían subir los precios, lo que traería 
menor venta. Es decir, nos vendría muy bien una evaluación en ese sentido en el momento de argumentar 
cuando se comience a discutir en esta Comisión artículo por artículo. 


SEÑOR RIVA.- Coincido con los señores Diputados Asti, Posada y González Álvarez en solicitarnos 
algo que nosotros hubiéramos querido poder traerles. No es que nosotros omitimos este dato. Lo que 
ocurre es que no es fácil para nosotros evaluar cómo va a impactar en las economías de las empresas - 
ni siquiera en la mía propia- la aplicación del IRAE del que ahora se aplica el 25% sobre las utilidades, 
porque no tenemos información histórica. Nosotros somos vírgenes en esto, lo que quiere decir que la 
aplicación va a ser cero a partir de ahora, no arrastramos renta negativa. Por lo tanto, no sabemos cuál 
es la acumulación de renta negativa. Evidentemente, tenemos esa pérdida de rentabilidad en el sector y 
está demostrado en los estudios que se han hecho. No podemos decir cuál es la renta negativa de las 
empresas ni cómo se verá reflejado acá, entre otras cosas -en esto seamos honestos y transparentes-, 
porque al no tener que tributar las empresas se permiten el lujo de presentar balances que tienen 
utilidades que tal vez no sean las verdaderas o de hacer facturaciones que no están estrictamente 
ajustadas a lo que debería ser si se gravara, por ejemplo, gastos que no se documentan. 


Reitero que nosotros intentamos recabar este dato y no ha sido fácil, por lo que en estos momentos no 
tenemos una real dimensión del hecho. De todas formas, vamos a buscar algunos elementos sobre utilidades 
que empezamos a tener a partir de este año, pero teniendo en cuenta que no vamos a poder descontar las 
anteriores. 


Sí sabemos que a nuestro sector el aporte patronal costará US$ 72.000 o US$ 73.000. 


Insisto en que vamos a tratar de evacuar esta consulta a la brevedad posible, buscando los números que nos 
permitan hacerlo. 


Los señores Diputados deben tener en cuenta que nosotros no somos concesiones del Estado sino empresas 
privadas; no somos explotadores de un servicio público, sino que prestamos un servicio público en calidad de 
empresas privadas. Entiendo que este es un dato importante. 


Los señores Diputados nos conocen -la mayoría de quienes hoy están presentes nos han visitado y conocen 
nuestras casas- y saben que entre otras cosas tenemos pasión por la palabra y por recogerla; cualquier cosa 
que ocurra, la palabra seguirá existiendo, y esperamos que sea sobre el soporte papel, como nos gusta -tinta y 
papel-, pero si no es así tal vez algún día nos encuentre colgados de una página web de un servidor de 
Ucrania. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación de la Organización de la 
Prensa del Interior. 


(Se retira de Sala la delegación de la Organización de la Prensa del Interior) 


(Ingresa a Sala una delegación del Servicio Mutuo de Bienestar Social de Funcionarios y Ex Funcionarios de 
la Intendencia Municipal de Montevideo) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a los doctores Fernando Betancor y Daniel Turcatti, 
representantes del Servicio Mutuo de Bienestar Social de Funcionarios y Ex Funcionarios de la 
Intendencia Municipal de Montevideo. 


Quiero aclarar que hemos recibido a otras delegaciones representantes de Servicios similares al de ustedes, 
que ya nos han ilustrado sobre las características generales y el impacto que tendría esta reforma tributaria 
sobre el sector. 


SEÑOR BETANCOR.- Somos un grupo de funcionarios municipales que hace veintidós años 
formamos este Fondo complementario, que actualmente cuenta con más de cuatro mil quinientas 
personas, incluyendo a los pasivos. 


Este Fondo realiza actividades con los pasivos y brinda una serie de beneficios para los socios activos, 
manejando un importante volumen de personas y de dinero. Nuestra preocupación es muy grande porque de 
eliminarse todas las exoneraciones no vamos a poder seguir funcionando en forma normal y seguramente 
tengamos que cerrar. 


Además de la sede social y de dos apartamentos, también tenemos un vacacional en las Termas de Daymán, 
que es utilizado por nuestros socios. La aplicación del Impuesto a la Renta y del IRAE nos llevaría a una 
profunda crisis, que no podríamos superar. Si bien hemos superado la crisis del 2002 y nos hemos mantenido 
fuertes, esto sería un golpe de muerte para nuestro servicio. 


Hemos traído información sobre las ochocientas tres personas que actualmente están recibiendo la 
compensación que nosotros otorgamos. De los últimos cinco años elegimos el mejor y hacemos un promedio 
del 18%, que es lo que estamos otorgando. En este momento, hay más de ochocientas personas que están 
recibiendo este beneficio. Hemos traído los datos de los dos o tres últimos meses porque, lamentablemente, 
no tuvimos tiempo suficiente, ya que recién ayer, a las tres de la tarde, supimos que hoy tendríamos esta 


audiencia; de lo contrario, conjuntamente con la contadora, hubiésemos traído un estudio actuarial; después 
se lo haremos llegar a la Comisión. 


Si tenemos en cuenta la sede social en Montevideo y el centro termal en Salto, hay alrededor de veinte 
personas trabajando para el servicio mutuo; no son funcionarios municipales sino contratados. Sería muy 
importante el golpe que recibiríamos en caso de que no se mantuvieran las exoneraciones, y esa es nuestra 
preocupación. 


SEÑOR TURCATTI.- Agradecemos la invitación de la Comisión y me gustaría recalcar algunos 
aspectos del objetivo de este tipo de instituciones. En el caso del servicio mutuo de la Intendencia 
Municipal de Montevideo, podemos decir que se trata de una asociación civil sin fines de lucro. 
¿Quiénes son los dueños? Los cuatro mil quinientos afiliados. ¿Cuál es el objetivo principal? Tratar de 
complementar la jubilación de los afiliados. 


¿Cuáles son los ingresos de este servicio mutuo? Básicamente, se nutre del aporte de los afiliados, más las 
inversiones que realiza la institución. Además, se trata de instituciones que están sujetas a múltiples 
contralores. Son controladas por el Banco de Previsión Social; todos los años hay que presentar un estudio de 
factibilidad actuarial que debe demostrar que la institución es viable por un período de veinte años en 
adelante. Este es el requisito previo para que se otorgue la personería jurídica, cosa que ya obtuvo nuestra 
institución. Además, ANDA, que está registrada en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, también nos 
realiza controles, así como el Banco Central. Por tanto, se trata de instituciones que no están libradas a sus 
propios consejos directivos sino que, a través de estos organismos, hay un control de la sociedad que, de 
alguna forma, las hacen actuar seriamente. 


Tal vez la pregunta que deberíamos hacernos es si realmente entendemos que estas instituciones hacen una 
obra social importante. Si la respuesta es afirmativa -así lo creemos—, el Estado tendría que seguir 
apoyándolas y amparándolas. Todo lo que recauda y administra el servicio mutuo va en beneficio de la gente. 
No sería conveniente gravar estos servicios con impuestos de los que hoy están exonerados. 


No soy contador ni he hecho los estudios del impacto que tendría, por ejemplo, el Impuesto a la Renta en 
estas instituciones; no sé si va a significar que tengan que cerrar, pero sí sé que va a ser una mochila muy 
pesada de llevar. ¿A quiénes va a afectar? En nuestro caso, a los cuatro mil quinientos afiliados, sin perjuicio 
de que luego esos afiliados -según tengo entendido- van a ser gravados en la compensación que reciban del 
servicio mutuo. De esa manera, el Estado podría verse resarcido de lo que pueda llegar a exonerar a estos 
fondos complementarios. 


SEÑOR ASTI.- Como ex Director municipal, tuve contacto con el servicio mutuo de la Intendencia y 
participé en algunas de sus actividades. 


Luego de haber recibido la información de otras cajas de auxilio o servicios mutuos que nos visitaron hoy, 
quiero hacer un comentario general. Creo que esto deberemos analizarlo a la luz del nuevo sistema tributario 
que implementa nuevamente -en este caso de forma diferente— la tributación sobre la renta de las personas 
físicas. En ese marco hay que ver cómo la actividad de estos servicios complementarios de jubilaciones 
puede enrabarse en el análisis que plantea la reforma del sistema tributario. Lo mismo sucede con otras 
formas de ahorro de las cuales hemos recibido noticia que se pueden ver afectadas. Deberemos ver esta 
cuestión en conjunto, de manera de buscar la equidad -y en algún caso la neutralidad— en las formas de 
ahorro que se generan a través de los distintos sistemas complementarios de jubilaciones o de cajas de 
auxilio. 


De todos modos, esperamos que la contadora responsable nos haga llegar la información que nos prometió 
para conocer la situación de este fondo, que puede tener sus propias características por haber hecho 
inversiones diferentes a otros fondos complementarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reiteramos que sería importante que nos hicieran llegar la información que 
no pudieron preparar para hoy por haber dispuesto de muy poco tiempo, ya que nos será de mucha 
utilidad para el trabajo de la Comisión. 


Les agradecemos su presencia. 


(Se retiran de Sala integrantes del Servicio Mutuo de Bienestar Social de Funcionarios y ex Funcionarios de 
la IMM) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Administración Nacional de Afiliados, ANDA) 


Damos la bienvenida al señor Washington Almada, al doctor Hugo Speranza y al contador 
Eduardo O'Neil, quienes han solicitado una entrevista a esta Comisión para referirse al proyecto 
relativo a la reforma del sistema tributario. 


SEÑOR SPERANZA.- Soy Vicepresidente de ANDA y quiero agradecer la oportunidad que nos da la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes para exponer nuestros puntos de vista con 
respecto al proyecto de reforma tributaria. 


Nosotros tenemos algunas discrepancias, básicamente en cuanto al levantamiento de algunas exoneraciones 
de la cuales goza la Asociación hasta la fecha, en tanto Asociación civil sin fines de lucro y que ha sido 
categorizada en el Capítulo Il del Texto Ordenado como una persona jurídica de derecho privado con fines 
públicos; por lo tanto, teniendo ese carácter, se la ha exonerado expresamente del actual Impuesto a la Renta 
de Industria y Comercio. 


ANDA es una asociación civil que cuenta con 106.000 asociados -jubilados, pensionistas, funcionarios 
públicos y trabajadores de la actividad privada- a los que, mediante el pago de una cuota social promedio de 
$ 370, les otorga diversos servicios, tanto al titular como a su núcleo familiar, es decir, que incluye al 
cónyuge y a los hijos hasta los 21 años. 


Los servicios que da la Asociación desde noviembre de 1933 -fecha en que fue fundada- son garantía de 
alquiler, crédito social, servicio de salud, servicio médico, servicio odontológico y otros que se han ido 
agregando con el correr del tiempo. ANDA está dando cobertura a unos 350.000 uruguayos, lo que equivale 
aproximadamente al 10% de la población. 


Una de las características que distingue a la Asociación es que el 68% de sus afiliados percibe ingresos 
inferiores a $ 7.500 mensuales. Los ingresos de la Asociación básicamente están conformados por las cuotas 
sociales, que representan el 61% del total, y por los intereses de los créditos, que representan el 25%. Quiere 
decir que el 86% de las entradas de la Asociación están dadas mayoritariamente por la cuota social y luego 
por los intereses de los créditos sociales. 


En cuanto a los servicios que prestamos, definimos al crédito social en función de gozar de una exoneración 
del IVA sobre los intereses de los créditos, y a efectos de beneficiar a los asociados cumplimos con expresas 
disposiciones legales, a saber, los préstamos que otorgamos deben ser inferiores a 250 unidades reajustables y 
su tasa de interés debe ser igual o inferior a los intereses que cobra la División Crédito Social del BROU. Eso 
es lo que actualmente estamos aplicando. ANDA está otorgando alrededor de 120.000 créditos mensuales, 
por un monto promedio de $ 500 cada uno. Esto equivale a $ 60:000.000 mensuales, de los cuales el 70% 
está destinado al rubro alimentación. Eso está en concordancia con lo que decíamos al comienzo, acerca de 
que el 68% de los socios de la institución tiene ingresos inferiores a $ 7.500; es más, un porcentaje muy 
sustantivo percibe ingresos inferiores a $ 5.000. 


La garantía de alquiler es un servicio que se presta desde el origen de la institución. En el país hay solo dos 
instituciones que prestan este servicio de garantía y alquiler: la Contaduría General de la Nación - 
fundamentalmente en el ámbito de los funcionarios públicos y pasivos- y la Asociación Nacional de 
Afiliados, que lo presta en todo el país. Actualmente tenemos más de 9.000 contratos, de los cuales 
aproximadamente 7.000 son garantizados con trabajadores del área privada, es decir que la Asociación asume 
un riesgo mayor que el que, eventualmente, puede tener la Contaduría General de la Nación cuando afianza 
contratos de arrendamiento de funcionarios públicos. 


Además, la institución presta servicios de salud; por ejemplo, un servicio médico de atención primaria que en 
Montevideo lo prestamos en una policlínica en Casa Central y en una clínica que tenemos en la agencia 
Belvedere; y en el interior lo hacemos mediante convenio con mutualistas y cooperativas médicas. 


Recordamos que el costo para el afiliado es la cuota social de $ 370 promedio y que abarca a todo el núcleo 
familiar. Por lo tanto, puede acceder a ese servicio médico de atención primaria todo el núcleo familiar. 
Nuestro servicio médico está en desarrollo debido a un aumento de demanda muy significativo -actualmente, 
las consultas en todo el país son alrededor de 6.000 o 7.000 mensuales-, ocurrido a partir del año 2002, 
cuando surgió la crisis del mutualismo y los notorios problemas económicos que ha tenido el país desde ese 
fecha. Ese exceso de demanda nos ha llevado a la construcción de una nueva clínica médica en Montevideo, 
para lo cual hemos calificado para un préstamo que nos ha otorgado el Banco Interamericano de Desarrollo, 
con fondos provenientes del fondo multisectorial. 


En cuanto al servicio odontológico, otorgamos una atención integral en todo el país. Estamos brindando 
aproximadamente 110.000 sesiones anuales; en cada una de nuestras sucursales se otorga este servicio, que es 
modelo y tiene un arancel muy bajo para la sociedad. 


La Institución cuenta con 940 funcionarios y realizamos aportes al Banco de Previsión Social por 
$ 6:400.000 mensuales. De esos 940 funcionarios, unos 220 trabajan directamente en el área de la salud, 
tanto en el servicio médico como en el servicio odontológico. 


En lo que tiene que ver con el impacto que tendría la reforma tributaria en ANDA, decíamos que actualmente 
gozamos de algunas exoneraciones, como la del Impuesto a la Renta de Industria y Comercio. El proyecto 
nos va a gravar con el Impuesto a la Renta, nos va a incorporar como sujeto pasivo del Impuesto a la Renta 
de las Actividades Empresariales con una tasa del 25% sobre la renta neta, lo que va a originar un costo 
adicional para la Asociación, que será trasladado a los afiliados. 


Queríamos hacer especial mención a un párrafo de la exposición de motivos que fundamenta la eliminación 
de las exoneraciones, que decimos que no es aplicable a nuestra Asociación. La exposición de motivos 
establece que se promueve la equidad en forma general, distribuyendo la carga tributaria de un modo más 
homogéneo entre un mayor número de contribuyentes, a través de una revisión del sistema de exoneraciones 
cuyas perforaciones en muchos casos carecen de un nexo causal claro, con políticas vinculadas al bienestar 
común. 


Estamos absolutamente de acuerdo con revisar todo el sistema de exoneraciones, a efectos de discernir qué 
instituciones o actividades las ameritan y cuáles no. Pero nos parece muy claro que la actividad que 
desarrolla la Asociación esté vinculada básicamente al fortalecimiento del bienestar común y a llegar a un 
colectivo de compatriotas que individualmente no tendrían posibilidad de acceder a servicios como estos. El 
espíritu mutual y solidario que practica ANDA desde su fundación le permite solventar esas necesidades. 


A su vez, al incorporarla como sujeto pasivo del IRAE, se le está dando un similar tratamiento al que se le da 
a las sociedades comerciales, siendo ANDA una asociación civil sin fines de lucro, lo que significa que los 
eventuales excedentes que tenga se reinvierten en su actividad económica para permitir sostenerla, expandirla 
y mejorar los servicios. Hemos escuchado algún comentario acerca de que las asociaciones civiles no 
debieran tener renta; nosotros no le ponemos nombre, no decimos si es renta, si es excedente o utilidad. Lo 
que nosotros decimos es que esa utilidad, excedente o renta se reinvierte en el propio giro y que es necesario 
que la propia Asociación tenga la posibilidad de acumular, a los efectos de mejorar el servicio como, por 
ejemplo, construir una nueva clínica médica para los socios. Entonces, al dársele un similar tratamiento que a 
las sociedades comerciales, entendemos que se está vulnerando un principio de igualdad ante las cargas 
públicas establecido en la Constitución de la República, tratando de manera diferente a los que no somos 
iguales. Entonces, esa sería la aplicación propia del principio de igualdad. 


En cuanto a la otra exoneración de que gozamos actualmente, que es de IVA sobre los intereses de los 
créditos, queremos decir que la Asociación, para tener derecho a esa exoneración, debe cumplir con tres 
requisitos, que son el de ser Asociación Civil sin fines de lucro, que los préstamos tienen que ser inferiores a 
250 UR y que la tasa de interés deber ser igual o inferior a la que cobra la División Crédito Social del Banco 
de la República Oriental del Uruguay, que es lo que estamos aplicando en estos momentos, a los efectos de 
beneficiar a los socios. De levantarse la exoneración, a nuestro juicio, se estaría dando una paradoja porque, 
por un lado, por el diseño de la reforma tributaria están exonerados del Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas aquellos contribuyentes que tengan ingresos inferiores a los $ 7.500 y, por otro, vamos a estar 
eravándolos con IVA sobre los intereses de un crédito social que, fundamentalmente, está orientado al 
consumo. Aquí también hemos escuchado alguna argumentación que es la siguiente: que el propio diseño de 
la reforma tributaria está orientado a quitar presión tributaria a los sectores de menores ingresos a través de la 


reducción de la tasa básica y de la tasa mínima del IVA, teniendo especial incidencia sobre la canasta de 
consumo de los uruguayos de menores ingresos. Eso es así y está planteado de esa manera en el proyecto de 
reforma tributaria, pero nosotros entendemos que a los efectos de poder ayudar más a ese sector de población 
de menores ingresos también debería mantenerse la exoneración del IVA sobre los intereses, a efectos de 
hacer más plena esa posibilidad de gozar de una vida mejor o de tener mayor bienestar. 


Otro aspecto que para nosotros es importante mencionar y que creemos que es conveniente que la Comisión 
conozca, refiere a los servicios de salud que brindamos, que son plenamente subvencionados por la 
Asociación. El 92% de los gastos de los servicios médicos y odontológicos están subsidiados por los ingresos 
de la Asociación. El 59% de los gastos totales de la Asociación están representados en esos servicios de 
salud. Y ANDA destina el 54% de sus ingresos operativos a subsidiar explícitamente a esos servicios de 
salud, con el destino que hemos mencionado. Si la Asociación se ve gravada con el Impuesto a la Renta de 
las Actividades Empresariales, seguramente va a afectar el servicio que le está dando a sus afiliados, lo 
encarecerá y tendrá menor disponibilidad del mismo. 


En cuanto a otros aspectos que nos parecen interesantes que no están reflejados en el proyecto y sobre los que 
la Asociación quiere manifestar alguna inquietud, refieren a que las Instituciones de Asistencia Médica 
Colectiva, más conocidas como TAMC, van a mantener la exoneración del Impuesto a la Renta. ANDA no 
está contemplada y queremos que tenga un similar tratamiento, porque el grueso de sus ingresos está 
destinado a subsidiar los servicios de salud. ANDA, al subsidiar con la mayor parte de sus ingresos a estos 
servicios de salud, consideramos que también debería estar exonerada en cuanto al IVA que grava a las 
prestaciones de salud en el proyecto de reforma tributaria presentado a consideración del Parlamento. 


Por último, en cuanto al IVA del que está exonerada la Contaduría General de la Nación por el servicio que 
presta de garantía de alquiler, creemos que también se debe asimilar a ANDA por el servicio que presta de 
garantía de alquiler. También debería estar exonerada del IVA, al igual que lo está la Contaduría General de la 
Nación, y que mantiene esa exoneración en el proyecto de reforma tributaria. 


Esos son los conceptos básicos que nos merece la reforma. Lo que procura ANDA es, en función de ese 
principio de equidad, mantener la exoneración del Impuesto a la Renta y del IVA sobre los intereses de los 
créditos y las prestaciones de salud que brinda a sus asociados, así como en el servicio de garantía de alquiler. 


Nosotros les vamos a dejar un memorándum para la Comisión acerca de la opinión de la Asociación con 
respecto al proyecto de reforma tributaria, y unos textos con relación a las modificaciones que desde el punto 
de vista de ANDA deberían impulsarse en esta reforma tributaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes mencionaban cómo impacta en todos los sectores de la institución el 
cambio de la tributación. Me gustaría saber en qué se traduce eso, si en un aumento de la cuota de sus 
afiliados o en un cambio de algún tipo en los créditos, en lo que hay que pagar por garantías. 


SEÑOR O “NEILL.- En el caso de existir un nuevo costo, como podría ser, por ejemplo, el del Impuesto 
a la Renta, encarecería los servicios a prestar. Entonces, quien tiene determinada cantidad para 
consumir, consume menos servicios o, si puede, paga más por el mismo servicio. Ese es el efecto que 
tendría el Impuesto a la Renta en los servicios de salud, por ejemplo, de ANDA, tanto del socio como de 
sus familiares. 


En lo que tiene que ver con los intereses, un Impuesto al Valor Agregado sobre la tasa de interés lo que hace 
es encarecer la tasa. Al ser la tasa mayor, el costo del crédito es mayor o, en su defecto, como ANDA tiene la 
posibilidad de retener por concepto de crédito como máximo el 20% del salario -o sea que la cuota está fija-, 
lo que se achica es el crédito que se puede dar al afiliado. O sea que además de ser más caro el crédito -que 
hoy es el más barato del país-, se le achica por esa restricción legal del 20% del máximo retenido. Ese es el 
efecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes decían que tenían algo así como ciento veinte mil créditos otorgados 
de $ 500. Quisiera que me ratificaran esa cifra, porque es muy importante, ya que afecta a un sector 
importante, evidentemente de muy bajos ingresos. También hablaban de garantías de alquileres. Me 
gustaría saber cuánta gente utiliza ese servicio. 


SEÑOR O'“NEIL.- Las operaciones mensuales de crédito promedian en los últimos tiempos en ciento 
veinte mil y están creciendo; cada vez hay más. El promedio de cada operación es $ 480. 


En lo que hace a la composición de esas ciento veinte mil operaciones, el 65% es para alimentación y 
bebidas, junto con un 3% que es para supergás. O sea que un 67% es para alimentación y bebidas, un 7% 
para vestimenta y accesorios, un 2% para salud, etcétera. Esos son, principalmente, los rubros a los que están 
involucradas esas ciento veinte mil operaciones. 


En cuanto a la garantía de alquiler, también está creciendo permanentemente. En los últimos años ha crecido 
casi un 40%. En su mayoría está destinada a trabajadores privados, que es el sector más riesgoso de la 
sociedad. En Uruguay solo existen dos garantías de alquiler reconocidas por el mercado: la Contaduría 
General de la Nación y ANDA. Justamente, el sector más riesgoso, el de los trabajadores privados, es el que 
mayoritariamente utiliza la garantía de ANDA, en una relación de 7.000 a 2.000, totalizando unos 9.000 
contratos de garantía de alquiler. 


SEÑOR ALMADA.- Quiero agregar algo más sobre el tema de las garantías de alquileres. 


Desde el año 1960, ANDA está exonerada de impuestos fiscales, en función de que es considerada una 
institución de derecho privado con fines del Estado. ANDA entiende que ha cumplido a cabalidad con ese 
objetivo, en función de todos los servicios que brinda en materia de salud. Es bueno recalcar algunos 
números. 


ANDA tiene un potencial de 350.000 uruguayos que se pueden atender en el ramo de la salud y es la única 
institución que presta a nivel nacional un servicio odontológico integral. Tanto en el tema médico como 
odontológico prima fundamentalmente la prevención de salud al ser un servicio médico de primer nivel, con 
asistencia parcial, sin internación. 


Lo que debe considerarse es si instituciones como ANDA le hacen bien al Estado, en función de estos 
servicios que presta. Por ello entendemos que esta reforma tributaria, al gravar a ANDA con el IRAE, de 
alguna manera va a perjudicar la extensión y la calidad de los servicios que presta a los uruguayos. 


En lo que tiene que ver con el crédito social, creo que de alguna forma habría que proteger a este sector de la 
población, que es el más carenciado. Creo que hay números que son elocuentes. Hay 50.260 afiliados que 
tienen ingresos iguales o menores a $ 5.500. Nosotros entendemos que la reforma tributaria de alguna manera 
mejoraría el poder adquisitivo de estos uruguayos, en función de las rebajas del IVA, pero entendemos que no 
es suficiente. Si el Estado entiende que ANDA es una institución que cumple un fin importante para ese 
sector de la población, debería topear los créditos sociales, cumpliéndose los requisitos que hasta ahora ha 
cumplido la institución para estar exonerada de IVA, tal como respetuosamente proponemos. Aquí hablamos 
de la necesidad de que se trate de una institución sin fines de lucro, que acompañe la tasa de interés que fije 
la Caja Nacional del Banco de la República, por una cantidad de hasta 200 unidades reajustables, es decir, un 
crédito de $ 50.000. A esos créditos accede este sector de la población y de lo que se trata es de que estén 
exonerados de IVA. 


SEÑOR CONDE.- Obviamente que por ser una asociación civil sin fines de lucro, nuestra idea apunta 
a la exoneración del Impuesto a la Renta de las Actividades Empresariales. En caso de que ANDA 
tuviera que pagar el IRAE, ¿tienen algún cálculo hecho que les permita saber en cuánto tendrían que 
aumentar la cuota social para pagarlo? 


SEÑOR O'NEILL.- Hay dos alternativas, en ese caso: dejar la cuota como está y dar menos o 
aumentar la cuota. 


¿Qué sucede con el cálculo del Impuesto a la Renta de las Actividades Empresariales? Hay una metodología 
de liquidación del impuesto y determinadas formas de calcularlo que tal vez responden a exigencias fiscales o 
a normas internacionales de contabilidad, como llevar la contabilidad de las instituciones. En nuestro caso, 
además de las normas internacionales de contabilidad, nos rigen las fijadas por el Banco Central, que nos 
controla. Determinados criterios hacen que se reconozcan como excedentes cosas que quizá no lo sean. En el 
ejemplo de la construcción de la clínica, si ANDA destina todos los excedentes de este año a construir una 


clínica, eso fiscalmente se liquida como una utilidad y no como una reinversión. Ese es un ejemplo muy 
grueso para tratar de demostrar cómo los criterios de liquidación fiscal pueden no coincidir con la realidad 
operativa de la institución. 


De todas formas, la única manera de que crezca una institución que no tiene capital propio ni subvenciones 
externas -es decir, una institución que se autofinancie- es teniendo excedentes. En los últimos años ANDA ha 
tenido un crecimiento importantísimo: ha crecido en la cantidad de operaciones de crédito, de 20.000 a 
120.000, en las consultas médicas, de 1.500 a 7.000, mientras que a nivel de los servicios médicos se ha 
agregado la farmacia, la cirugía de cataratas, laboratorios de análisis clínicos y paraclínicos. Todo eso se 
puede hacer porque hay excedentes que permiten reinvertir en esa cantidad mayor de servicios, con más 
calidad. 


Excedente siempre va a haber en una institución que crece. Lo que permitió esa mejora en los servicios fue el 
crecimiento que tuvo, desde 67.000 a 106.000 socios en los últimos nueve años. Obviamente, se generaron 
excedentes que permitieron hacer todas esas mejoras en los servicios e inclusive llegar a bajar la tasa de los 
créditos hasta llegar a ser la más baja que opera en el país. 


No sé si está contestada la pregunta. 
SEÑOR CONDE.- Yo apuntaba al posible aumento de las cuotas. 


SEÑOR O'NEILL.- Por definición del Consejo Administrativo, la idea es no subir la cuota. Lo que se 
está haciendo desde hace nueve años es manteniendo el valor de la cuota, ajustada por el IPC. No ha 
habido aumentos de cuotas superiores al IPC en los últimos nueve años y con los excedentes ha habido 
un aumento importantísimo en la cantidad y calidad de los servicios. Ese es el camino estratégico que 
está definido desde hace nueve años, cuando se hizo un plan quinquenal que después se fue renovando 
anualmente, y en ese sentido se ha venido operando hasta ahora. 


Por lo tanto, la idea que está vigente como estrategia de la institución no es aumentar la cuota, sino que se 
resentirían los servicios. 


SEÑOR ALMADA.- De hecho, en los últimos seis o siete meses no ha habido incremento de cuotas; 
nosotros aumentamos normalmente los salarios de nuestros funcionarios en forma semestral por IPC. 
Inclusive, desde el punto de vista de la institución, había un estudio bastante serio sobre la viabilidad 
de continuar con la baja de los intereses de otros créditos. El tema de la conciliación de adeudos es una 
preocupación institucional. La reforma tributaria paró la resolución que el Consejo había tomado en 
función de los afiliados. La idea es tratar permanentemente de mejorar la calidad de vida de los 
afiliados. 


Estamos hablando de una cuota social de $ 370 que brinda muchos servicios, fundamentalmente, al núcleo 
familiar. Este sector al que hacemos referencia, que es el que se vería más afectado con el tema del IVA y la 
posibilidad de estar tributando el Impuesto a la Renta de Actividades de Empresas de ANDA, es el que ocupa 
la gestión de esta administración. Por ello, tenemos una política muy agresiva de crecimiento. Sabemos que 
el propio crecimiento es el que nos va a permitir dar a nuestros afiliados una mejor calidad de vida. Hacia eso 
apunta el objetivo institucional. 


Me voy a referir ahora a la garantía de alquileres y a si el Estado realmente debería prestar atención a 
instituciones como ANDA. Quiero comentar que antes de venir acá tenía una inquietud acerca de este tema y 
sobre cuántas garantías de alquiler hay en la actividad privada y en la pública. Prácticamente unos minutos 
antes de ingresar a Sala me dijeron que hay 7.400 contratos de alquiler de privados y 2.012 de públicos. Y 
tampoco es casualidad que ANDA sea la única institución privada que brinda el servicio de garantía de 
alquiler, porque realmente esto no da ganancias; hay un resultado equilibrado y ANDA da la posibilidad al 
Estado de estar dando esa garantía de alquiler al sector más riesgoso, que es el privado. La Contaduría 
General de la Nación se nutre, fundamentalmente, de alquileres del sector público, donde hay una estabilidad 
laboral cierta. Realmente, en la actividad privada, ANDA tuvo perjuicios económicos importantes con las 
garantías de alquileres en 2002 debido al desempleo, al seguro de paro y a convenios colectivos realizados 


entre trabajadores y empresarios a la baja salarial. Evidentemente, eso repercutió en un perjuicio importante 
para ANDA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La reforma es muy árida y cada día tenemos que ir incorporando conceptos. 
Por lo tanto, quisiera saber cómo afecta a actividades similares que presta el Estado o que presta la 
institución. Creo que los intereses de los préstamos sociales se gravan de igual manera para el Banco de 
la República que para las instituciones como ANDA. Quisiera confirmar si en lo que corresponde a 
garantía de alquileres se mantiene la exoneración para la Contaduría y se grava a ANDA, y si lo mismo 
sucede con los servicios de salud del mutualismo, donde se mantiene la exoneración, y se grava a otras 
instituciones que no están consideradas mutualistas o IMAES. 


Ustedes se refirieron a esto, pero me gustaría que quede claro, porque significaría tratar de manera diferente 
actividades similares y, a lo mejor, eso podría intentar corregirse. 


SEÑOR SPERANZA.- El proyecto de reforma tributaria elimina la exoneración con la que contaba 
también el préstamo social del BROU. Lo elimina para ANDA y, en general, para las cooperativas de 
ahorro y crédito. Ya nos referimos extensamente a nuestra fundamentación de por qué queremos 
mantener la exoneración: lo hacemos por el público al que le estamos brindando un servicio que 
contribuye a su bienestar. 


En cuanto a la exoneración del IVA sobre las comisiones que cobra la Contaduría General de la Nación en 
materia de garantía de alquiler, podemos decir que se va a mantener y ANDA está gravado. En el caso de los 
servicios de salud, de las instituciones de asistencia médica colectiva -IAMC- y de las mutualistas en general 
se mantiene la exoneración del IVA sobre las prestaciones de salud, mientras que ANDA va a estar gravada 
con el IVA sobre estas. Además, las [AMC también mantienen la exoneración del Impuesto a la Renta, el 
actual IRIC y ANDA va a estar gravada con el IRAE. 


SEÑOR O“NEILL.- Por supuesto que cuando ANDA plantea mantener la exoneración del IVA de los 
intereses -siempre y cuando se cumpla la triple condición de institución sin fines de lucro, de tasa 
menor o igual a la Caja Nacional y de un tope mayor para que sea considerado crédito social-, esa 
regla sería válida tanto para el Banco de la República, para el cooperativismo, como para ANDA. Sería 
una regla general apuntando a mantener la exoneración para todo lo que es crédito social, que estaría 
regulado por esas tres condiciones objetivas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de nuestros invitados y quedamos a las 
órdenes. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


